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    En 1880 Porfirio Díaz terminó su primer periodo presidencial y entregó pacíficamente el cargo al general Manuel González, uno de sus más cercanos seguidores. Con ello cumplía su compromiso de no reelegirse, pero pronto fue claro que no deseaba retirarse a la vida privada. En 1884 volvió a la presidencia, sin oposición alguna, y continuó en el cargo hasta 1911, cuando la revolución encabezada por Francisco I. Madero lo obligó a renunciar. A partir de ese momento el país entró en un periodo de gran conflicto político; el régimen liberal autoritario porfirista fue derribado pero no fue fácil encontrarle sustituto. Para 1917, los revolucionarios norteños triunfantes habían logrado establecer un nuevo marco para el juego político (la Constitución de 1917), a la vez que un gobierno viable. Sin embargo, la nueva coalición dominante y las nuevas estructuras políticas tardaron varios años en consolidarse. La década de 1920, por ello, fue un periodo en que los actores políticos lucharon por hacerse un lugar en el nuevo orden mientras ensayaban, probaban y afinaban esas nuevas reglas. El proceso no estaba completo para 1930, pues, aunque ya había sido fundado el Partido Nacional Revolucionario (PNR), la institucionalización de los procesos y procedimientos políticos no se había completado. El rasgo más notorio de tal situación fue que el ex presidente Plutarco Elías Calles se convirtió en el actor político dominante, bajo el expresivo título de «Jefe Máximo» de la revolución.




    El nuevo régimen, aunque seguía cobijado en el amplio manto liberal, era muy distinto del porfirista. Había permitido el ingreso de las masas en la vida política, era sostenido por una amplia coalición en la que los revolucionarios de clase media de provincia predominaban y estaba orientado por una mentalidad reformista y jacobina. No obstante, en 1930 el nuevo Estado también mostraba fuertes rasgos autoritarios y centralizadores. En parte ello tenía que ver con que durante esos cincuenta años se había construido un conjunto de instituciones y normas estatales que hacían posible tanto el control social como la ejecución eficaz de las decisiones de gobierno en todo el territorio. Ese impulso centralizador de las relaciones políticas se expresó en una mayor integración nacional, que en el caso de México se enfrentó a una poderosa y persistente oposición de fuerzas regionales de diverso sello, que deseaban preservar atribuciones políticas, e incluso económicas y sociales, sin las cuales el Estado nacional no podía ser considerado como tal.




     




     




    El fin de la era de la política abierta




     




    La elección presidencial de 1880, en la que se enfrentaron Justo Benítez, Vicente Riva Palacio, Manuel María Zamacona, Ignacio Vallarta, Trinidad García de la Cadena y Manuel González, resultó bastante agitada, a pesar de que se sabía que el presidente Díaz auspiciaba la candidatura de González. Éste debió aguantar la crítica periodística que sacó a relucir su pasado conservador y sufrió agresiones de la propia policía en Guanajuato y León. En las elecciones hubo diversos desórdenes y denuncias de fraudes, de tal manera que en muchos distritos electorales no hubo triunfadores claros. El presidente Díaz tuvo entonces que intervenir para determinar la composición de la décima legislatura, la cual terminó integrada por miembros de las diversas facciones y declaró vencedor a González por un amplio margen.




    Al entregar el gobierno a Manuel González, a fines de 1880, Díaz había establecido una reputación que mezclaba de manera ambigua elementos de liberalismo constitucional con los del gobierno despótico de un hombre fuerte. Si bien promovió una reforma que impedía la reelección inmediata del presidente y los gobernadores (abril de 1877), no se retiró de la actividad política, mantuvo en actividad a sus partidarios, y en los siguientes cuatro años ocupó sucesivamente los cargos de secretario de Fomento, magistrado suplente de la Suprema Corte de Justicia, gobernador de Oaxaca y senador por ese mismo estado. Al mismo tiempo, en noviembre de 1881, en lo que Daniel Cosío Villegas llama el «primer brote aristocrático ostensible de la vida mexicana desde la caída del Imperio», contrajo matrimonio (había enviudado poco antes) con Carmen Romero Rubio, de escasos 17 años, hija del pudiente abogado y político Manuel Romero Rubio. Así sellaba una alianza con una parte significativa de la facción perdedora en 1876, a la vez que enviaba una señal de acercamiento a la Iglesia, pues la boda fue oficiada por el arzobispo de México, Pelagio Antonio de Labastida, y se sabía que la nueva primera dama era profundamente católica. Su suegro, en ese momento senador, sería secretario de Gobernación a partir de su segundo periodo de gobierno.




    La presidencia de Manuel González (1880-1884) puede ser considerada con justicia como el último de los gobiernos de la era de la política abierta surgidos de la restauración de la república (1867). Las diversas facciones liberales competían por los distintos cargos, el Congreso tenía una vida propia, había cierto equilibrio de poderes, y circulaba una prensa beligerante y pronta para el debate ideológico. González buscó, en ese contexto, ampliar la política de conciliación y fortalecer al mismo tiempo su posición entre todas las facciones, la más poderosa de las cuales era la porfirista. En esas tareas buscó el apoyo de importantes caciques regionales que seguían siendo imprescindibles para el control político. Por ejemplo, al frente de la Secretaría de Guerra se desempeñaron sucesivamente los dos hombres fuertes del estado de Nuevo León, Jerónimo Treviño y Francisco Naranjo, mientras que en Gobernación estuvo los cuatro años Carlos Díez Gutiérrez, quien construía un emporio personal en San Luis Potosí, y en Justicia despachó desde 1882 Joaquín Baranda, el personaje más influyente de Campeche y Yucatán. Además, Luis Terrazas, el caudillo de Chihuahua, nuevamente ocupó el puesto de gobernador de ese estado durante los cuatro años.




    A la par que esta importante presencia de los caudillos y caciques en la vida política, el alcance del poder central se extendió considerablemente. Con una reforma de 1882 el presidente de la Suprema Corte de Justicia dejaba de ser el sustituto del presidente en caso de falta, lo que resultó decisivo para la progresiva subordinación del poder judicial. Además, mediante las facultades que le permitían intervenir en las disputas internas de los Estados, González resolvió en 1882 la intensa y larga pugna en Jalisco entre los seguidores de Ignacio Vallarta y los porfiristas. Como el comandante militar del Estado, Francisco Tolentino, apoyó después de reñidas elecciones una legislatura que sesionaba fuera de su recinto oficial, el gobernador Fermín González Riestra, de la facción de Vallarta, renunció al cargo, y el senado declaró desaparecidos los poderes en mayo de ese año. El presidente González nombró entonces gobernador provisional a Pedro Landázuri, quien convocó nuevas elecciones, en las que triunfó el general Francisco Tolentino. Este general, perteneciente a los fieles de Tuxtepec (como se conocía al plan con que Porfirio Díaz accedió a la presidencia en 1876), parece haber logrado controlar y disminuir con mano dura a la fuerte base de poder que tenía allí Vallarta, quien dimitió poco después como presidente de la Suprema Corte de Justicia.




    En el estado norteño de Sonora, González pudo deshacerse del incómodo Carlos R. Ortiz, quien se declaraba porfirista para intentar afirmar su base de poder local, y colocó de nuevo en el gobierno al general tuxtepecano Luis E. Torres en la primavera de 1883, sin permitir a la vez la expansión del grupo de José María Maytorena. En Zacatecas, de no menos importancia, se deshizo de la incómoda presencia del viejo general liberal Trinidad García de la Cadena, y en Puebla comenzó a minar otro cacicazgo regional enviando a uno de los fieles de Porfirio Díaz, el general Rosendo Márquez.




    Durante el periodo de González el poder del Estado para ordenar, controlar y coordinar los esfuerzos de los diversos actores económicos y sociales creció considerablemente. Por un lado, los ferrocarriles (que en este cuatrienio se extendieron ya a cinco mil kilómetros) dieron movilidad a sus tropas y agentes, así como capacidad al gobierno central de comunicar sus mandatos a la mayor parte del territorio. Por el otro, con códigos como los de Procedimientos Penales, Comercio, Minería, Postal y Civil, algunas disposiciones como el uso obligatorio de la gramática de la Real Academia en las escuelas públicas, el patrocinio de obras históricas y la creación del panteón de hombres ilustres, podía establecer las reglas, normas e incluso los símbolos mediante los cuales los individuos y las colectividades interactuaban en muy diversos campos. Entre la paz que se afianzaba y la certeza derivada de esas nuevas normas, esos años fueron de excitación económica: como por encanto aparecían en el país los ferrocarriles y tranvías, bancos, empresas y negocios de todo signo y origen. Más importante aún, las élites políticas participaban de esos negocios. Lo único que ensombrecía el panorama era la invasión de las tribus bárbaras del norte (entre ellos los apaches), pero ahora había dinero para equipar a las fuerzas auxiliares de Luis Terrazas, que consiguieron un importante triunfo contra los apaches de Victorio en 1880, lo que afianzó la posición de Terrazas como un hombre necesario en Chihuahua.




    También en esta etapa se conformó el equipo de gobierno que acompañaría a Díaz en los siguientes periodos presidenciales. Entre ellos destacaron Ignacio Mariscal, en relaciones exteriores; Joaquín Baranda, en Justicia e Instrucción, y el general Carlos Pacheco, viejo camarada de armas de Díaz y González, quien dirigió Fomento. Mariscal había sido destacado juarista, pero también era el mejor talento diplomático disponible, razón por la cual González y Díaz lo integraron a su equipo de gobierno; Baranda había sido lerdista y tenía una base de poder regional en Campeche; Pacheco, en cambio, era de los fieles compañeros de armas de Díaz. Esta integración del gabinete expresaba así la política de reconciliación de la gran familia liberal, y anunciaba a la vez que los talentos técnicos y administrativos tenían un lugar en el nuevo régimen, más allá de su signo político de origen.




    Todo indicaba que la política de facción, tal como se había practicado hasta ese momento, estaba perdiendo importancia. No había ya banderas políticas que oponer a los evidentes logros de los gobiernos de Tuxtepec, cada vez había menos caudillos a quienes seguir, y probablemente todos tenían algo que perder en revueltas que cada vez contaban con menos probabilidades de triunfo. Los políticos que en 1880 pretendían tener la estatura suficiente para disputar la presidencia a Manuel González cayeron en desgracia o habían desaparecido; los demás sobrevivientes de la era reformista estaban en el gobierno o en el congreso, escudados en el nuevo consenso desarrollista, de crecimiento ordenado y pacífico. Y tanto Díaz como González, a pesar de las ansias beligerantes de sus partidarios, no tenían interés en enfrentarse. De hecho, por esos años un grupo de jóvenes liberales, entre los que destacaba Justo Sierra, emprendieron una crítica del liberalismo doctrinario, argumentaron la necesidad de un gobierno fuerte que evitara tanto nuevas revoluciones como la anarquía, y propusieron reformas legales para «conformar» a la Constitución con la realidad social del país. Tales reformas incluían aumentar el periodo presidencial a seis o siete años, dar al presidente poder de veto sobre el Congreso, así como autoridad para legislar, y finalmente implantar un sufragio restringido, en vez del universal masculino establecido en la Constitución de 1857. Aunque no se aceptó ninguna de sus propuestas, su aparición era sintomática del cansancio derivado de las revueltas, guerras y cuartelazos de las décadas anteriores, así como del anhelo de paz y orden que serían el sello de los siguientes años. Como decía con crudeza uno de estos jóvenes, Francisco G. Cosmes: «Ya hemos realizado infinidad de derechos que no producen más que miseria y malestar en la sociedad. Vamos a ensayar ahora un poco de tiranía, pero tiranía honrada, a ver qué resultados produce».




    El mismo presidente González confirmaba en 1882 que no veía a otro hombre, fuera de Díaz, con las virtudes necesarias no sólo «para mantener la paz en la república, sino también para apoyar sus instituciones». Eso explica que a fines de 1883, por primera vez en muchos años, sólo hubiera un candidato a la presidencia. Además, este candidato no consideró necesario aceptar su candidatura expresamente ni presentar un programa, a pesar de que se formaban clubes para apoyarlo en el país y la mayor parte de los periódicos y las élites promovían su regreso a la presidencia.




     




     




    El régimen autoritario porfirista




     




    Porfirio Díaz volvió a la silla presidencial el 1 de diciembre de 1884, en medio de una oleada de críticas a Manuel González por el manejo de las finanzas públicas, el dispendio en la política de subvenciones, el crecimiento de la deuda y el gasto ostentoso del ejecutivo. De hecho, aunque González había negociado un acuerdo sobre la deuda inglesa, la decidida oposición de algunos diputados, de la prensa y de manifestaciones callejeras que dejaron un saldo de varios muertos y heridos, no pudo hacerlo aprobar por la Cámara de Diputados en el mes de noviembre. Díaz, hay que decirlo, defendió a su predecesor, pero también parece haber aprovechado ese ambiente de tensión y la indignación popular para debilitar la posible supervivencia de una facción gonzalista. En un episodio largo y confuso se dio entrada en la Cámara a una propuesta para formar un gran jurado que enjuiciara primero al secretario de Hacienda y al tesorero de la nación salientes y luego al presidente González y a Ramón Fernández (gobernador del Distrito Federal) por presuntas irregularidades en el gasto público, si bien al cabo de tres años se determinó que no había elementos para procesarlos. En realidad, la acusación parece haber servido para mantener a González al margen de la política nacional, así como para debilitar a sus partidarios. En el futuro debió conformarse con gobernar Guanajuato, y con las protestas de amistad de su viejo compañero de armas, cada vez más firme en la presidencia.




    A diferencia de lo que ocurrió en su primer periodo, la estabilidad fue el rasgo sobresaliente en los gabinetes presidenciales de Díaz a partir de 1884. En el segundo periodo no hubo un solo cambio de secretario, los seis que iniciaron cubrieron los cuatro años: Ignacio Mariscal en Relaciones, Manuel Romero Rubio en Gobernación, Manuel Dublán en Hacienda, Joaquín Baranda en Justicia e Instrucción, Pedro Hinojosa en Guerra, Carlos Pacheco en Fomento y el general José Ceballos en el gobierno del Distrito Federal. De todos ellos, sólo Pacheco acompañaba a Díaz desde las épocas de guerra y sólo Pedro Hinojosa carecía de una filiación política en la época de la lucha entre facciones. Los demás tenían diversos orígenes políticos, pero se trataba de hombres pragmáticos dispuestos a participar en la nueva era, de poca política y mucha administración.




    La estabilidad de los gabinetes de Díaz ha sido destacada como uno de los rasgos negativos de su largo gobierno, pues indicaría una escasa movilidad respecto a este importante grupo de cargos. En efecto, en contraste con su primera presidencia, en los 26 años que hay entre 1884 y 1910 las secretarías de Estado fueron ocupadas sólo por 23 personas, y algunos cambios se debieron, en realidad, a la muerte del titular (habrá que recordar que estas secretarías fueron seis hasta julio de 1891, cuando se creó la de Comunicaciones y Obras Públicas, y que en julio de 1905 se estableció una más, la de Instrucción Pública). Sin embargo, es posible hacer algunas observaciones al respecto. La primera es que esta estabilidad también expresa la conformación de un verdadero equipo de gobierno, con un proyecto compartido de desarrollo nacional. La divisa «poca política y mucha administración», siempre citada con fines peyorativos, se impuso en buena parte porque condensaba el rechazo de la práctica heredada de las primeras décadas de vida independiente, cuando los grupos formados alrededor de un caudillo, escudados en algún tipo de referencia ideológica doctrinaria, en realidad se disputaban los puestos políticos como un botín y una fuente de patronazgo. Se trataba de un rechazo, pues, a la política como agitación y subversión del orden, que el propio Díaz conocía muy bien. En la práctica esto significó, sin embargo, disminuir considerablemente la competencia abierta por el poder en todos los ámbitos y, por tanto, la posibilidad misma de jugar en la política con reglas, instituciones y procedimientos institucionales. Ello implicó que la legitimidad del régimen se volviera incierta y ambigua, en tanto su fuente básica no era la lucha de partidos y las elecciones, sino la relación personal con Díaz. Al mismo tiempo, aunque sin duda había participación y movilidad políticas, no había reglas claras al respecto. Todo ello le confirió al régimen de Díaz una marcada discrecionalidad en la toma de decisiones, rasgo característico de los autoritarismos.
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